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SENTENCIA 

 

En San Juan, Puerto Rico, a 31 de octubre de 2022. 

El 13 de julio de 2022, comparece ante nos Camarero Race 

Track (en adelante, Camarero o recurrente) mediante los recursos 

de revisión administrativa consolidados, 1 con interés de que 

revisemos dos órdenes administrativas emitidas el 22 de febrero de 

2022,2 por la Comisión de Juegos del Gobierno de Puerto Rico (en 

adelante, Comisión o recurrido). En virtud de las aludidas órdenes, 

la Comisión determinó la manera mediante la cual Camarero debía 

desembolsar anualmente la suma de $250,000.00 destinada al 

Programa de Ayuda a Jugadores Compulsivos de Puerto Rico, 

creado en virtud de la Ley Núm. 74-2006. 3 No obstante, el 

recurrente alega que dichas órdenes constituyen un acto ultra vires 

 
1 Fueron consolidados por este Tribunal mediante Resolución de 15 de agosto de 

2022. 
2 Notificadas el mismo día. 
3 Ley Núm. 74 de 6 de abril de 2006, conocida como Ley del Programa de Ayuda 
a Jugadores Compulsivos de Puerto Rico. 24 LPRA sec. 6179 et seq. 



 
 
 
KLRA202200379 consolidado con KLRA202200380 

 

 

 

2 

que excede los poderes delegados a la Comisión y que, además, 

fueron emitidas en violación al debido proceso de ley.   

El 15 de agosto de 2022, la Comisión presentó moción de 

desestimación del presente recurso por falta de jurisdicción. Luego 

de evaluar el expediente, resolvemos desestimar el mismo. Veamos.  

-I- 

 El caso tuvo su génesis el 29 de diciembre de 2021 cuando 

la Comisión notificó las Órdenes Administrativas CJ-21-15A y CJ-

21-15B. En síntesis, mediante la Orden CJ-21-15A ordenó a 

Camarero la retención y depósito anual de la suma de 

$250,000.00, provenientes del ingreso bruto obtenido del Pool de 

Seis y el Pool de Cinco.4 Como adelantáramos, dicha cantidad está 

destinada al Programa de Ayuda a Jugadores Compulsivos de 

Puerto Rico adscrito a la Administración de Servicios de Salud 

Mental y Contra la Adicción (en adelante, ASSMCA) en virtud de la 

Ley Núm. 74-2006. Así, el dinero debía ser transferido a ASSMCA 

durante el mes de julio de cada año fiscal o dentro del término de 

diez (10) días, cuando así lo ordene la Comisión. Mientras que en 

virtud de la Orden CJ-21-15B, la Comisión ordenó a Camarero la 

retención y depósito anual de la suma de $750,000.00 

provenientes del ingreso bruto de las carreras “simulcasting”, con 

la intención de cubrir un balance pendiente a favor de ASSMCA de 

$2,250,000.00.5 

 El 18 de enero de 2022 Camarero solicitó a la Comisión 

enmendar ambas órdenes administrativas a los fines de incluir las 

advertencias sobre su derecho a solicitar reconsideración y a 

recurrir de las mismas ante el Tribunal de Apelaciones con 

 
4  Anejo I de la Moción en solicitud de desestimación presentada en el caso 

KLRA202200379, págs. 1-4. 
5  Anejo I de la Moción en solicitud de desestimación presentada en el caso 

KLRA202200380, págs. 1-5. 
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expresión de los términos para ello, según dispone la Sec. 3.14 de 

la Ley de Procedimiento Administrativo Uniforme (LPAU).6  

 En respuesta, la Comisión emitió y notificó el 22 de febrero 

de 2022 la Orden Enmendada CJ-21-15A7  y la Orden Enmendada 

CJ-21-15B,8 aquí recurridas. En ambas, se consignó que “[l]a parte 

adversamente afectada por una resolución u orden parcial o final 

podrá presentar una solicitud de reconsideración ante la agencia 

dentro del término de veinte (20) días desde la fecha de archivo en 

autos de la notificación de la resolución u orden”. Además, se 

expuso que “[r]adicada la reconsideración, la agencia dentro de los 

quince (15) días de haberse presentado dicha moción deberá 

considerarla. Si la rechazare de plano o no actuare dentro de los 

quince (15) días, el término para solicitar revisión ante el Tribunal de 

Apelaciones comenzará a correr nuevamente desde que se notifique 

dicha denegatoria o desde que expiren esos quince (15) días, según 

sea el caso”.9 

Así las cosas, el 14 de marzo de 2022 Camarero presentó 

ante la Comisión mediante correo electrónico sendas Mocion[es] de 

reconsideración con relación a ambas órdenes administrativas.10 

No obstante, también envió copia de la solicitud de 

reconsideración al Sr. Manuel Cidre (en adelante, Cidre) al 

siguiente correo electrónico: manuel.cidre@ddec.pr.gov;11 es decir, 

al correo electrónico del Departamento de Desarrollo Económico y 

Comercio (en adelante, DDEC). Mediante esta solicitud, Camarero 

alegó que tanto la Orden CJ-21-15A como la Orden CJ-21-15B 

eran nulas por constituir una actuación ultra vires que excede los 

 
6 Ley Núm. 38 de 30 de junio de 2017, según enmendada, conocida como Ley de 
Procedimiento Administrativo Uniforme del Gobierno de Puerto Rico. 3 LPRA sec. 

9654. 
7 Anejo I del recurso de revisión administrativa KLRA202200379, págs. 1-4. 
8 Anejo I del recurso de revisión administrativa KLRA202200380, págs. 1-5. 
9 Id., pág. 4. 
10 Anejo II del recurso de revisión administrativa KLRA202200379, págs. 6-21 y 

Anejo II del recurso de revisión administrativa KLRA202200380, págs. 6-23. 
11 Anejo II del recurso de revisión administrativa KLRA202200379, pág. 22. 
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poderes delegados a la Comisión y, por haberse dictado en 

violación al debido proceso de ley. 

En igual fecha —14 de marzo de 2022— el señor Cidre 

acusó recibo de la comunicación —desde su correo del DDEC— y 

contestó: “[a]cuso recibo, atenderemos las reconsideraciones en la 

próxima reunión de la junta de comisionados, agradeceré incluyan 

este tema en la agenda”.12 

Así las cosas, el 25 de mayo de 2022 Camarero presentó 

Moción en solicitud de resolución donde señaló que la Junta de 

Comisionados tenía un plazo de noventa (90) días para adjudicar 

las mociones de reconsideración, contados a partir de la 

comunicación del señor Cidre —Presidente de la Comisión—

acogiendo las mismas.13 Así, por estar próximo a vencer el término, 

Camarero solicitó a la Comisión que se expresara sobre las 

solicitudes de reconsideración. 

Ante el silencio de la Comisión, el 13 de julio de 2022 

Camarero presentó ante este Tribunal de Apelaciones los recursos 

de revisión administrativa de epígrafe, en los cuales señaló que la 

Junta de Comisionados erró al emitir la Orden CJ-21-15A y la 

Orden CJ-21-15B por los mismos fundamentos expresados en su 

solicitud de reconsideración. 

El 15 de agosto de 2022 compareció la Comisión 

solicitando la desestimación de los recursos por falta de 

jurisdicción. Entre otras cosas, apuntó que las solicitudes de 

reconsideración fueron enviadas únicamente a dos (2) de los siete 

(7) comisionados que componen la Junta de Comisionados y que, 

además, fueron enviadas a sus correos electrónicos creados como 

jefes de agencia y no al correo electrónico oficial de la 

Comisión, desde el cual fueron notificadas dichas órdenes. 

 
12 Id., Anejo III, pág. 24. 
13 Id., Anejo IV, págs. 26-30. 
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Además, arguyó que la comunicación enviada por el señor Cidre no 

constituía una determinación del pleno de la Junta de 

Comisionados para acoger y revisar las reconsideraciones 

sometidas; puesto que para ello se requiere la mayoría de los 

votos, conforme a lo dispuesto en el Art. 2.1 de la Ley Núm. 81-

2019 14 . Por tanto, toda vez que el pleno de la Junta de 

Comisionados no acogió la reconsideración dentro del término 

estatuido para ello, Camarero tenía hasta el 28 de abril de 2022 

para acudir ante este Tribunal y solicitar la revisión. En 

consecuencia, la parte recurrida sostiene que los recursos de 

revisión de epígrafe deben desestimarse por falta de jurisdicción 

ante su presentación tardía. 

En oposición a la solicitud de desestimación, Camarero 

asegura que el señor Cidre —como Presidente de la Junta de 

Comisionados— tenía autoridad en ley para ordenar que las 

reconsideraciones fueran atendidas en la próxima reunión de la 

Junta de Comisionados. En la alternativa, adujo que la 

comunicación del señor Cidre constituye una notificación 

deficiente que indujo a error a Camarero, por lo cual la agencia no 

puede beneficiarse de una notificación defectuosa para evadir la 

revisión judicial. En consecuencia, Camarero asegura que este 

Tribunal tiene jurisdicción para atender los recursos de revisión 

administrativa de epígrafe. 

-II- 

A. 

 

 La Ley Núm. 81-2019 fue promulgada a los fines de 

establecer la política pública del Gobierno de Puerto Rico en torno 

a las apuestas en eventos deportivos y ligas de juegos 

 
14 Ley Núm. 81 de 29 de julio de 2019, según enmendada, conocida como Ley de 

la Comisión de Juegos del Gobierno de Puerto Rico, 15 LPRA sec. 982. 
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electrónicos.15 Dicha pieza legislativa creó la Comisión de Juegos 

compuesta por siete (7) comisionados, de los cuales cinco (5) serán 

miembros ex officio y dos (2) serán personas del sector privado 

nombradas por el Gobernador, con el consejo y consentimiento del 

Senado.16 Conforme al Art. 2.1 de la Ley, “[l]as determinaciones 

de la Comisión se tomarán por mayoría de los presentes, pero 

cuatro (4) miembros de la Comisión constituirán quorum”.17 

 De otra parte, la Ley Núm. 81-2019 establece en su Art. 2.2 

que la Comisión regirá, fiscalizará y tendrá jurisdicción sobre todos 

los asuntos de la industria de las apuestas autorizadas por 

internet, en deportes, ligas de juegos electrónicos e inclusive, sobre 

los asuntos dispuestos en la Ley de la Industria y Deporte Hípico 

de Puerto Rico.18  Entiéndase, que la Comisión queda facultada 

para reglamentar lo concerniente a la industria y el deporte 

hípico.19 

 Cónsono con lo anterior, la Comisión está facultada para 

dictar todas aquellas órdenes, reglas y resoluciones, además de 

tomar medidas necesarias conducentes a la seguridad física, 

económica y social de las personas naturales o jurídicas 

relacionadas con la industria y el deporte hípico.20 

B. 
 

En lo que respecta a la estructura organizacional de revisión 

administrativa de la Comisión, advertimos que la agencia no posee 

un reglamento que rija los procedimientos adjudicativos ante sí.21 

Así, toda vez que la Comisión no está expresamente exceptuada 

 
15 Art. 1.2 de la Ley Núm. 81-2019. 15 LPRA sec. 981a. 
16 Art. 2.1 de la Ley Núm. 81-2019. 15 LPRA sec. 982. 
17 Ibid. Énfasis nuestro. 
18 15 LPRA sec. 982a. 
19 Art. 4 de la Ley Núm. 83 de julio de 1987, según enmendada, conocida como 

Ley de la Industria y el Deporte Hípico de Puerto Rico, 15 LPRA sec. 198e. 
20 Id. 
21 Tomamos conocimiento judicial de que la Comisión notificó la celebración de 

una vista pública para el 22 de marzo de 2022 con el propósito de adoptar el 
“Reglamento de Procedimientos Adjudicativos en la Comisión de Juegos del 
Gobierno de Puerto Rico y para derogar el Reglamento Núm. 5238 y enmendar el 
Reglamento Núm. 8848”.  
Además, vea, https://agencias.pr.gov/agencias/AIDH/Home/Pages/Avisos.aspx 

https://agencias.pr.gov/agencias
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por LPAU, le aplican sus disposiciones relativas a la 

reconsideración y revisión judicial. 

En cuanto a la reconsideración, la Sec. 3.15 de la LPAU 

dispone: 

La parte adversamente afectada por una resolución u orden 
parcial o final podrá, dentro del término de veinte (20) días 
desde la fecha de archivo en autos de la notificación de la 
resolución u orden, presentar una moción de reconsideración 
de la resolución u orden. La agencia dentro de los quince (15) 
días de haberse presentado dicha moción deberá 
considerarla. Si la rechazare de plano o no actuare dentro de 
los quince (15) días, el término para solicitar revisión 
comenzará a correr nuevamente desde que se notifique dicha 
denegatoria o desde que expiren esos quince (15) días, según 
sea el caso. Si se tomare alguna determinación en su 
consideración, el término para solicitar revisión empezará a 
contarse desde la fecha en que se archive en autos una copia 
de la notificación de la resolución de la agencia resolviendo 
definitivamente la moción de reconsideración. Tal resolución 
deberá ser emitida y archivada en autos dentro de los 
noventa (90) días siguientes a la radicación de la moción de 
reconsideración. Si la agencia acoge la moción de 
reconsideración pero deja de tornar alguna acción con 
relación a la moción dentro de los noventa (90) días de ésta 
haber sido radicada, perderá jurisdicción sobre la misma y el 
término para solicitar la revisión judicial empezará a 
contarse a partir de la expiración de dicho término de 
noventa (90) días salvo que la agencia, por justa causa y 
dentro de esos noventa (90) días, prorrogue el término para 
resolver por un período que no excederá de treinta (30) días 
adicionales. […]22 
 

Mientras que la Sec. 4.2 del estatuto relativa a la revisión 

judicial establece que: 

Una parte adversamente afectada por una orden o resolución 
final de una agencia y que haya agotado todos los remedios 
provistos por la agencia o por el organismo administrativo 
apelativo correspondiente podrá presentar una solicitud de 
revisión ante el Tribunal de Apelaciones, dentro de un 
término de treinta (30) días contados a partir de la fecha del 
archivo en autos de la copia de la notificación de la orden o 
resolución final de la agencia o a partir de la fecha aplicable 
de las dispuestas en la Sección 3.15 de esta Ley, cuando el 
término para solicitar la revisión judicial haya sido 
interrumpido mediante la presentación oportuna de una 
moción de reconsideración. […]23 
 

Sabido es que un término jurisdiccional —contrario a uno de 

cumplimiento estricto— es fatal, improrrogable e insubsanable, 

rasgos que explican por qué no puede acortarse, como tampoco es 

susceptible de extenderse. 24  Solamente los de cumplimiento 

 
22 3 LPRA sec. 9655. 
23 3 LPRA sec. 9672. 
24 Martínez, Inc. v. Abijoe Realty Corp. 151 DPR 1, 7 (2000). Énfasis nuestro. 
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estricto, no los jurisdiccionales, pueden eximirse por causa 

justificada oportunamente invocada.25  

 Es norma reiterada en nuestro ordenamiento, que “los 

tribunales deben ser celosos guardianes de su jurisdicción y que no 

tienen discreción para asumir jurisdicción allí donde no la tienen”.26 

La jurisdicción se refiere a la capacidad que tiene un tribunal para 

atender y resolver controversias sobre determinado aspecto legal.27 

Ante la falta de jurisdicción, el tribunal debe así declararlo y 

proceder a la desestimación del recurso, toda vez que cualquier 

sentencia dictada sin jurisdicción es nula en derecho, pues la 

ausencia de jurisdicción es insubsanable.28 

Un recurso tardío, al igual que uno prematuro, “adolece del 

grave e insubsanable defecto de privar de jurisdicción al tribunal al 

cual se recurre”, por lo que debe ser desestimado.29 Esto, por razón 

de que su presentación carece de eficacia y no produce efecto 

jurídico alguno, dado que no existe autoridad judicial para 

acogerlo.30 

En consecuencia, la Regla 83(B)(1) del Reglamento del 

Tribunal de Apelaciones nos autoriza a desestimar un recurso 

cuando carezcamos de jurisdicción para atenderlo.31 

-III- 

En el presente caso, al examinar los documentos que 

acompañan los recursos de revisión administrativa, advertimos 

que no fueron presentados ante este Tribunal dentro del término 

jurisdiccional estatuido para ello; lo cual nos priva de jurisdicción 

para atender la controversia en sus méritos. Nos explicamos.  

 
25 Ibid. 
26 Peerless Oil v. Hnos. Torres Pérez, 186 DPR 239, 250 (2012). 
27 Rodríguez Rivera v. De León Otaño, 191 DPR 700, 708 (2014). 
28 Shell v. Srio. Hacienda, 187 DPR 109, 123 (2012). 
29 Torres Martínez v. Torres Ghigliotty, 175 DPR 83, 98 (2008). 
30 Ibid. 
31 4 LPRA Ap. XXII-B, R. 83(B)(1). 
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La Orden Enmendada CJ-21-15A y la Orden Enmendada 

CJ-21-15B fueron notificadas a Camarero el 22 de febrero de 

2022. 32  Allí, se le apercibió de su derecho a solicitar 

reconsideración ante la agencia dentro del término de veinte (20) 

días desde la fecha de archivo en autos de la notificación de las 

órdenes. Asimismo, se le advirtió que “[r]adicada la 

reconsideración, la agencia dentro de los quince (15) días de 

haberse presentado dicha moción deberá considerarla. Si la 

rechazare de plano o no actuare dentro de los quince (15) días, el 

término para solicitar revisión ante el Tribunal de Apelaciones 

comenzará a correr nuevamente desde que se notifique dicha 

denegatoria o desde que expiren esos quince (15) días, según sea el 

caso”. 33  De manera que Camarero conocía sobre su derecho a 

solicitar reconsideración y revisión judicial, así como los términos 

para ello. 

Así, el 14 de marzo de 2022 Camarero presentó 

oportunamente ante la Comisión —mediante correo electrónico— 

sendas mociones de reconsideración.34  Sin embargo, la agencia 

recurrida —en su carácter oficial— no se expresó sobre las 

mismas dentro del término de quince (15) estatuido para ello; 

por lo que se entiende que fueron rechazadas de plano por la 

Junta de Comisionados. Por tanto, el término de treinta (30) días 

para solicitar revisión ante este Tribunal comenzó a decursar el 30 

de marzo de 2022, siendo el último día del término para presentar 

los recursos de epígrafe el 28 de abril de 2022. 

Ahora bien, Camarero arguye que las expresiones del señor 

Cidre: “[a]cuso recibo, atenderemos las reconsideraciones en la 

próxima reunión de la junta de comisionados, agradeceré incluyan 

 
32 Anejo I del recurso de revisión administrativa KLRA202200379, págs. 1-4 y 
Anejo I del recurso de revisión administrativa KLRA202200380, págs. 1-5. 
33 Id. 
34 Anejo II del recurso de revisión administrativa KLRA202200379, págs. 6-21 y 

Anejo II del recurso de revisión administrativa KLRA20220038, págs. 6-23. 
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este tema en la agenda”, 35  como Presidente de la Junta de 

Comisionados, constituye una acción afirmativa de la Comisión de 

acoger las solicitudes de reconsideración. Por lo que dicha parte 

entiende que el término para acudir en revisión quedó 

interrumpido hasta tanto transcurrieran los noventa (90) días que 

tenía la Comisión para disponer de las solicitudes de 

reconsideración.  No le asiste la razón. 

Como dijéramos, las solicitudes de reconsideración fueron 

presentadas ante la Comisión por correo electrónico. De un 

minucioso examen al aludido correo electrónico, se desprende que 

las mociones de reconsideración fueron dirigidas con particular 

atención a los siguientes destinatarios: Alexis A. Berríos, Ervin 

Gabriel Rodríguez Vélez, Alex Fuentes, Eva M. Vargas, Evelyn 

Rodríguez, Margarita Pérez y María Cristina Mari.36  

En cuanto al señor Cidre, se desprende del mismo correo 

electrónico que a éste lo que se le remitió fue una copia de las 

mociones de reconsideración;37 copia que atribuimos como una de 

cortesía, puesto que la misma fue enviada a su correo electrónico 

—manuel.cidre@ddec.pr.gov— como jefe de la agencia DDEC,38 y 

no a su correo electrónico oficial de la Comisión. Por lo que 

resultaría equivocado considerar que las solicitudes de 

reconsideración fueron presentadas formalmente ante la Comisión 

a través de la copia enviada al señor Cidre. Es por ello que, 

contrario a lo alegado por la parte recurrente, resulta razonable 

concluir que las expresiones del señor Cidre “acogiendo” las 

reconsideraciones no constituyen una decisión oficial del pleno 

de la Junta de Comisionados. Máxime, cuando el Art. 2.1 de la 

Ley Núm. 81-2019, supra, es claro al dictaminar que “las 

 
35 Anejo III del recurso de revisión administrativa KLRA202200379, pág. 24. 
36 Anejo III del recurso de revisión administrativa KLRA202200379, pág. 22. 
37 Id. 
38 El Sr. Manuel Cidre funge como Secretario del Departamento de Desarrollo 

Económico y Comercio del Gobierno de Puerto Rico. 



 
 
 
KLRA202200379 consolidado con KLRA202200380 
 

 

11 

determinaciones de la Comisión se tomarán por mayoría de 

los presentes”.  

Por tanto, toda vez que el pleno de la Comisión no se expresó 

sobre las solicitudes de reconsideración dentro del término de 

quince (15) días dispuesto para ello una vez fueron radicadas el 14 

de marzo de 2022, Camarero tenía hasta el 30 de abril de 2022 

para acudir ante este Tribunal. No obstante, dicha parte presentó 

los recursos de revisión administrativa el 13 de julio de 2022, 

casi dos meses y medio más tarde.  

En virtud de lo anterior, resolvemos que carecemos de 

jurisdicción para atender los recursos de revisión administrativa 

consolidados ante nuestra consideración. 

-IV- 

 Por los fundamentos antes expuestos, se desestiman los 

recursos de revisión administrativa por falta de jurisdicción, ante 

su presentación tardía.  

 Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. La Jueza Birriel Cardona disiente. 

 

 
Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


